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Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores García y el Juez Salgado Schwarz 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico a 27 de abril de 2021. 

Comparecen los Sres. Alfredo Villoldo, María 

Varona Loinaz y la hija de ambos, María Villoldo 

Varona, en adelante los peticionarios, y solicitan que 

expidamos un recurso de mandamus y ordenemos al 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Humacao, en 

adelante TPI, que, conforme al mandato de la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Apelaciones de 30 de mayo 

de 2018, realice las determinaciones de hechos 

esenciales incontrovertidos y aquellos sobre los que 

existe controversia. 

Conforme la Regla 7 (B) (5) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, este Tribunal puede 

“prescindir de términos no jurisdiccionales, escritos, 

notificaciones o procedimientos específicos,” ello 

“con el propósito de lograr su más justo y eficiente 

despacho…”.1 En consideración a lo anterior, eximimos a 

la parte recurrida de presentar su alegato en 

oposición.  

 
1 Regla 7(B) (5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B. 
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Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se deniega la expedición de la Petición 

de Mandamus. 

-I- 

Según surge del expediente, el 15 de octubre de 

2015, los peticionarios presentaron una Moción de 

Sentencia Sumaria ante el TPI.2 En la misma, 

solicitaron la desestimación del pleito por falta de 

legitimación activa de los demandados y falta de 

jurisdicción sobre la materia.3  

Así las cosas, el foro de primera instancia 

declaró no ha lugar esta solicitud.4  

En desacuerdo con tal determinación, los 

peticionarios presentaron una Moción de 

Reconsideración.5  

Luego de varios trámites procesales, el TPI 

declaró no ha lugar dicha moción.6  

A raíz de lo anterior, el 18 de mayo de 2017 los 

peticionarios recurrieron ante esta segunda instancia 

judicial mediante recurso de certiorari.7  

El 30 de abril de 2018, un panel hermano de este 

tribunal intermedio revocó la determinación del TPI y 

le ordenó al foro primario que realizara las 

 
2 Véase alegato de los peticionarios, Petición de Mandamus, pág. 

14.  
3 Id.   
4 Id. Los peticionarios no incluyeron en su escrito la resolución 

recurrida.  
5 Id.  
6 Id.  
7 Id. Según se desprende de la Sentencia emitida por este Tribunal 

el 30 de abril de 2018, como parte de los errores planteados, los 

peticionarios señalaron que el TPI erró al declarar No Ha Lugar 

la Moción de Sentencia Sumaria y/o Desestimación radicada por 

éstos, sin compeler a la parte demandante a cumplir con el 

requisito de forma de la Regla 36 de Procedimiento Civil y al no 

hacer determinaciones de hechos. (Énfasis suplido). Véase 

Apéndice de la Petición de Mandamus, Anejo 1, Sentencia de 30 de 

abril de 2018, pág. 7.   
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correspondientes determinaciones de hechos esenciales 

incontrovertidos y aquellos sobre los que aún existían 

controversias, a los fines de dar fiel cumplimiento a 

la Regla 36.4 de Procedimiento Civil.8 

Como resultado de lo anterior, el TPI solicitó a 

las partes presentar proyectos de determinaciones de 

hechos esenciales incontrovertidos y aquellos sobre 

los que aún existen controversias.9  

Al 16 de abril de 2021, fecha en que se presentó 

el recurso de epígrafe, el TPI no había emitido una 

resolución en la que, conforme al mandato de este 

tribunal intermedio, se identificaran las 

determinaciones de hechos esenciales incontrovertidos 

y aquellos sobre los que aún existen controversia.10 

Inconformes, los peticionarios presentaron una 

Petición de Mandamus en la que alegan la existencia de 

la siguiente controversia: 

Si procede emitir un auto de mandamus a la 

Honorable Juez Katyana Farokhzadeh López 

ordenándole cumplir con su deber 

ministerial de realizar las 

determinaciones de hechos esenciales 

incontrovertidos y aquellos sobre los que 

existe controversia según le fuera 

ordenado mediante la Sentencia revocatoria 

de este Honorable TA del 30 de mayo de 

2018. (Énfasis suplido). 

 

Examinados el escrito de los peticionarios, el 

Sistema de Consulta de Casos del Poder Judicial y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver. 

 

 
8 Apéndice de la Petición de Mandamus, Anejo 1, Sentencia de 30 de 

abril de 2018, págs. 1-17. 
9 Id.  
10 Id. págs. 14-15.  
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-II- 

El mandamus es uno de los recursos 

extraordinarios que provee nuestro ordenamiento 

jurídico. El Código de Enjuiciamiento Civil lo define 

como un auto altamente privilegiado dictado por un 

tribunal a nombre del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico para ordenar a un funcionario público, juez o 

corporación a que cumpla con su deber en ley.11  

Este recurso extraordinario se utiliza para 

exigir el cumplimiento de un deber ministerial que no 

admite discreción en su ejercicio, sino que es 

mandatorio.12 Sin embargo, debido a su naturaleza 

privilegiada, el mandamus no procede cuando existen 

remedios adecuados y eficaces disponibles al 

promovente.13 La norma claramente establecida por el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico dispone que para mover 

la discreción del tribunal hacia la expedición de un 

mandamus, no es suficiente que el promovido tenga el 

deber ministerial alegado, sino que el promovente 

también debe tener un derecho definido a lo 

reclamado.14 

En términos procesales, se ha reconocido que para 

la expedición de un recurso de mandamus debe existir 

un requerimiento previo por parte del peticionario 

hacia el demandado para que este cumpla con el deber 

 
11 Art. 649 del Código de Enjuiciamiento Civil (32 LPRA sec. 

3421). (Énfasis suplido).  
12 Placer Román v. ELA y otros, 193 DPR 821, 845 (2015); AMPR v. 

Srio. Educación, ELA, 178 DPR 253, 263 (2010). 
13 Art. 651 del Código de Enjuiciamiento Civil (32 LPRA sec. 

3423). 
14 Espina v. Calderón, Juez, y Sucn. Espina, Int., 75 DPR 76, 84 

(1953).  
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exigido.15 En cuanto a los requisitos sustantivos y de 

forma, estos están regulados tanto por las Reglas de 

Procedimiento Civil como por el Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones.16  

Cabe destacar, que para expedir un auto de 

mandamus, los tribunales deben medir todas las 

circunstancias concurrentes en el caso.17 El remedio no 

se concede ex debito justitiae y tan pronto el 

tribunal reconoce el derecho del peticionario, sino 

únicamente cuando se esté convencido de que se 

cumplirán propósitos de utilidad social e individual.18 

Por ello, es imprescindible estimar qué efectos tendrá 

la orden en el adecuado cumplimiento de las 

responsabilidades del funcionario afectado por ella y 

hasta qué punto habrá de beneficiar al solicitante.19 

Procede, entonces, establecer el más fino equilibrio 

entre los distintos intereses en conflicto.20 

Finalmente, al amparo de nuestro ordenamiento 

jurídico, el criterio fundamental para expedir el 

recurso de mandamus descansa en la existencia de un 

deber claramente definido que debe ser ejecutado.21 

-III- 

En el presente caso, los peticionarios solicitan 

que este Tribunal ejerza su jurisdicción y discreción 

para expedir el recurso de mandamus. Esto, con el 

 
15 AMPR v. Srio. Educación, ELA, supra, pág. 267.  
16 Véase, Regla 54 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V); Regla 

55 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones (4 LPRA Ap. XXII-

B).  
17 Dávila v. Superintendente, 82 DPR 264, 283-284 (1960).  
18 Id.  
19 Id.  
20  Id.   
21 AMPR v. Srio. Educación, ELA, supra, págs. 263-264.  
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propósito de ordenarle al TPI atender lo dispuesto en 

la Sentencia emitida por este Tribunal el 30 de abril 

de 2018, cumplir con su mandato y realizar las 

determinaciones de hechos esenciales incontrovertidos 

y aquellos sobre los que existe controversia, para dar 

fiel cumplimiento a la Regla 36.4 de Procedimiento 

Civil.  

Para comenzar, el caso ante nuestra consideración 

ha sido asignado a una nueva juez de primera 

instancia, quien reconoció, no solamente la 

presentación del Mandamus sino …que hay una sentencia 

sumaria pendiente de ser atendida…22 

Además, y a pesar de su antigüedad, en el 

presente pleito todavía no se ha presentado el informe 

de conferencia con antelación a juicio y, como 

cuestión de hecho, se pautó la celebración de una 

vista sobre el estado de los procedimientos para el 12 

de agosto de 2021.23  

En síntesis, examinadas las circunstancias 

concurrentes previamente mencionadas, declinamos 

expedir el auto solicitado. A nuestro entender, hay 

que conceder a la nueva magistrada la oportunidad de 

“…tomar las medidas necesarias que permitan cimentar 

el curso a trazar y así llegar eventualmente a una 

disposición final”.24 

Finalmente, lo anterior no significa que este 

Panel sea insensible a la incuestionable tardanza en 

poner en vigor la determinación del Panel Hermano. Por 

 
22 Minuta de 21 de abril de 2021. (Énfasis suplido). 
23 Id. 
24 Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 307 (2012). 
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tal razón, respetuosamente requerimos a la honorable 

jueza de primera instancia que, aun reconociendo su 

amplia discreción para manejar el presente caso, 

atienda con premura el mandato de la Sentencia de este 

Tribunal de Apelaciones de 30 de abril de 2018. 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega 

la expedición de la Petición de Mandamus. 

Notifíquese inmediatamente.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


